
ARTÍCULO 294. NULIDADES ORIGINADAS EN LA SENTENCIA. La nulidad procesal
originada en la sentencia únicamente procederá por incompetencia funcional, indebida
notificación del auto admisorio de la demanda al demandado o a su representante, por omisión de
la etapa de alegaciones y cuando la sentencia haya sido adoptada por un número inferior de
Magistrados al previsto por la ley.

Mediante auto no susceptible de recuso, el juez o Magistrado Ponente rechazará de plano por
improcedente la solicitud de nulidad contra la sentencia que se funde en causal distinta de las
mencionadas.

ARTÍCULO 295. PETICIONES IMPERTINENTES. La presentación de peticiones
impertinentes así como la interposición de recursos y nulidades improcedentes serán
considerados como formas de dilatar el proceso y se sancionarán con multa de cinco (5) a diez
(10) salarios mínimos mensuales legales vigentes.

ARTÍCULO 296. ASPECTOS NO REGULADOS. En lo no regulado en este título se
aplicarán las disposiciones del proceso ordinario en tanto sean compatibles con la naturaleza del
proceso electoral.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 251-A

<Jurisprudencia Unificación>

- Consejo de Estado, Sección Quinta, Expediente No. 11001-03-15-000-2018-03485-01(AC) de
28 de marzo de 2019, C.P. Dr. Alberto Yepes Barreiro.

- Consejo de Estado, Sección Quinta, Expediente No. 11001-03-28-000-2018-00024-
00_20180615 de 15 de junio de 2018, C.P. Dra. Rocío Araujo Oñate.

- Consejo de Estado, Sección Cuarta, Sentencia de Unificación, Expediente No. 2015-00029-00
de 26 de mayo de 2017, C.P. Dr. Carlos Enrique Moreno Rubio.

TÍTULO IX.

PROCESO EJECUTIVO.

ARTÍCULO 297. TÍTULO EJECUTIVO. Para los efectos de este Código, constituyen título
ejecutivo:

1. Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo Contencioso
Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública al pago de sumas
dinerarias.

Jurisprudencia Concordante

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No. 36865 de 2017 – 25000-23-26-000-
2007-10179-01(40254) de 1 de febrero de 2018, C.P. Dr. Carlos Alberto Zambrano Barrera.



2. Las decisiones en firme proferidas en desarrollo de los mecanismos alternativos de solución de
conflictos, en las que las entidades públicas queden obligadas al pago de sumas de dinero en
forma clara, expresa y exigible.

Jurisprudencia Concordante

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No. 36865 de 2017 – 25000-23-26-000-
2007-10179-01(40254) de 1 de febrero de 2018, C.P. Dr. Carlos Alberto Zambrano Barrera.

3. Sin perjuicio de la prerrogativa del cobro coactivo que corresponde a los organismos y
entidades públicas, prestarán mérito ejecutivo los contratos, los documentos en que consten sus
garantías, junto con el acto administrativo a través del cual se declare su incumplimiento, el acta
de liquidación del contrato, o cualquier acto proferido con ocasión de la actividad contractual, en
los que consten obligaciones claras, expresas y exigibles, a cargo de las partes intervinientes en
tales actuaciones.

4. Las copias auténticas de los actos administrativos con constancia de ejecutoria, en los cuales
conste el reconocimiento de un derecho o la existencia de una obligación clara, expresa, y
exigible a cargo de la respectiva autoridad administrativa. La autoridad que expida el acto
administrativo tendrá el deber de hacer constar que la copia auténtica corresponde al primer
ejemplar.

ARTÍCULO 298. PROCEDIMIENTO. En los casos a que se refiere el numeral 1 del artículo
anterior, si transcurrido un (1) año desde la ejecutoria de la sentencia condenatoria o de la fecha
que ella señale, esta no se ha pagado, sin excepción alguna el juez que la profirió ordenará su
cumplimiento inmediato.

En los casos a que se refiere el numeral 2 del artículo anterior, la orden de cumplimiento se
emitirá transcurridos seis (6) meses desde la firmeza de la decisión o desde la fecha que en ella se
señale, bajo las mismas condiciones y consecuencias establecidas para las sentencias como título
ejecutivo. El juez competente en estos eventos se determinará de acuerdo con los factores
territoriales y de cuantía establecidos en este Código.

ARTÍCULO 299. DE LA EJECUCIÓN EN MATERIA DE CONTRATOS Y DE
CONDENAS A ENTIDADES PÚBLICAS. Salvo lo establecido en este Código para el cobro
coactivo a favor de las entidades públicas, en la ejecución de los títulos derivados de las
actuaciones relacionadas con contratos celebrados por entidades públicas, se observarán las
reglas establecidas en el Código de Procedimiento Civil para el proceso ejecutivo de mayor
cuantía.

Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en la liquidación o pago de una suma
de dinero serán ejecutadas ante esta misma jurisdicción según las reglas de competencia
contenidas en este Código, si dentro de los diez (10) meses siguientes a la ejecutoria de la
sentencia la entidad obligada no le ha dado cumplimiento.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 87



TÍTULO X.

EL MINISTERIO PÚBLICO.

ARTÍCULO 300. INTERVENCIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO. El Procurador General
de la Nación intervendrá ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo directamente o:

1. Ante el Consejo de Estado, por medio de los Procuradores delegados distribuidos por el
Procurador General de la Nación entre las secciones de la Sala de lo Contencioso Administrativo.

2. Ante los Tribunales Administrativos y Juzgados Administrativos del Circuito, por medio de
los Procuradores Judiciales para asuntos administrativos distribuidos por el Procurador General
de la Nación.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 121

ARTÍCULO 301. CALIDADES. Los procuradores delegados y judiciales deberán reunir las
mismas calidades que se requieren para ser miembros de la corporación ante la cual habrán de
actuar.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 122

ARTÍCULO 302. DESIGNACIÓN. Los procuradores delegados y judiciales ante la
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo serán designados por el Procurador General de la
Nación de acuerdo con sus competencias.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 123

ARTÍCULO 303. ATRIBUCIONES DEL MINISTERIO PÚBLICO. El Ministerio Público
está facultado para actuar como demandante o como sujeto procesal especial y podrá intervenir
en todos los procesos e incidentes que se adelanten ante la Jurisdicción de lo Contencioso
Administrativo en defensa del orden jurídico, del patrimonio público y de los derechos y
garantías fundamentales.

En los procesos ejecutivos se notificará personalmente al Ministerio Público el mandamiento de
pago, la sentencia y el primer auto en la segunda instancia.

Además tendrá las siguientes atribuciones especiales:

1. Solicitar la vinculación al proceso de los servidores o ex servidores públicos, que con su
conducta dolosa o gravemente culposa, hayan dado lugar a la presentación de demandas que
pretendan la reparación patrimonial a cargo de cualquier entidad pública.



2. Solicitar que se declare la nulidad de actos administrativos.

3. Pedir que se declare la nulidad absoluta de los contratos estatales.

4. Interponer los recursos contra los autos que aprueben o imprueben acuerdos logrados en
conciliación judicial.

5. Interponer los recursos extraordinarios de que trata este Código.

6. Solicitar la aplicación de la figura de la extensión de la jurisprudencia, y la aplicación del
mecanismo de revisión eventual de providencias de que trata este Código.

7. Adelantar las conciliaciones prejudiciales o extrajudiciales.

PARÁGRAFO. Presentada la solicitud de la conciliación, el agente del Ministerio Público, de
oficio o por solicitud de la parte convocante, verificará la existencia de jurisprudencia unificada
que resulte aplicable al caso, de acuerdo con lo regulado en el presente Código sobre la materia.
De confirmarlo, si la autoridad demandada expresa su negativa a conciliar, suspenderá la
audiencia para que el respectivo comité de conciliación reconsidere su posición y si es del caso,
proponga una fórmula de arreglo para la reanudación de la audiencia o manifieste las razones por
las cuales considera que no es aplicable la jurisprudencia unificada.

Concordancias

Código Contencioso Administrativo; Art. 127

<Jurisprudencia Unificación>

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Sala Plena, Expediente No. 37747 de 24 de noviembre de
2014, C.P. Dr. Enrique Gil Botero. UNIFICACIÓN DE JURISPRUDENCIA.

"En conclusión, la presencia del Ministerio Público en los procesos judiciales ya sea en calidad
de parte o de “sujeto procesal especial tiene un objeto específico y es velar por el cumplimiento
del ordenamiento jurídico, la protección del patrimonio público y la garantía de los derechos
fundamentales, por lo tanto, toda actuación que despliegue debe estar encaminada a dicho fin y
no a sustituir a las partes. Ahora bien, cuando se trata de la interposición de recursos, en virtud de
la jurisprudencia de la Sala Plena de la Sección Tercera, corresponde al delegado del Ministerio
Público fundamentar su interposición en aras acreditar su interés para recurrir, sin embargo, esta
carga no es necesaria cuando actúa en medio de una audiencia de conciliación, sin que esto
signifique que pueda hacerlo desconociendo la finalidad establecida para su intervención."

- Consejo de Estado, Sección , Expediente No. 44541 de 27 de septiembre de 2012, C.P. Dr.
Enrique Gil Botero.

Destaca el editor:

"En ese orden de ideas, a la luz de la cosa juzgada constitucional de que trata el artículo 243 de la
Constitución Política, esta Sala precisa y puntualiza su jurisprudencia en torno a la capacidad con
la que cuenta el Ministerio Público para impugnar las providencias proferidas por esta
jurisdicción, para lo cual reitera –en materia de conciliación, pero extensivo a otros asuntos o
tópicos– los lineamientos contenidos en el auto del 25 de septiembre de 2005, exp. 29677,
oportunidad en la que esta Sección se ocupó de la materia objeto de análisis en los siguientes



términos:

“Cuando se trata del agente del Ministerio Público, este podrá recurrir, siempre y cuando tenga
interés jurídico para hacerlo porque la decisión del juez implique un detrimento al patrimonio
público, a los derechos fundamentales o una transgresión al ordenamiento jurídico".

En consecuencia, el hecho de que exista un agente que es parte del proceso contencioso, y que
representa el interés general en la defensa del ordenamiento jurídico, el patrimonio público y los
derechos fundamentales, no puede ser entendido como una violación a los principios de igualdad
y al debido proceso, por cuanto una norma constitucional (art. 277), apoyada en tres principios
constitucionales hace viable su intervención, lo que además refleja el denominado “espíritu del
Constituyente”, es decir, que la interpretación literal, teleológica, histórica, jurisprudencial en
materia constitucional, y la lógica razonable son concordantes y convergentes en que el
Ministerio Público tiene amplias facultades –las que le asisten a las partes en el proceso– para
solicitar, por ejemplo, la vinculación de terceros, deprecar el decreto de pruebas, impugnar las
decisiones proferidas en el proceso, etc., siempre que se acredite, se itera, que medie un interés
de protección al patrimonio público, al orden jurídico y los derechos fundamentales.

(…)

Ahora bien, no obstante las anteriores consideraciones y precisiones, resulta pertinente señalar
que no empece a las amplias facultades del Ministerio Público, sí le está vedado desplazar a las
partes o demás sujetos procesales, así como relevarlas de cualquier carga o deber procesal. Por
manera que, se torna necesario que el juez verifique –al momento de definir la admisión o decidir
de fondo los recursos interpuestos por los agentes o delegados del Procurador– si el fundamento
de la impugnación está relacionado materialmente con alguno de los objetivos o fines
constitucionales de intervención, esto es, la defensa del orden jurídico, del patrimonio público o
de los derechos fundamentales.

Es decir, existe una carga argumentativa en cabeza del Ministerio Público que consiste en señalar
de manera expresa cuáles son las circunstancias, razones o motivos en virtud de las cuales ejerce
los medios de oposición a las providencias, así como identificar el apoyo constitucional de su
postura. En otros términos, es preciso que el Procurador General de la Nación o sus delegados
determinen el escenario constitucional que sirve de fundamento para la impugnación (v.gr. la
defensa del orden jurídico, el patrimonio público o las garantías fundamentales) y las razones
expresas por las cuales el respectivo recurso se orienta a la protección de alguno de esos fines,
varios de ellos o todos."

TÍTULO XI.

PLAN ESPECIAL DE DESCONGESTIÓN, RÉGIMEN DE TRANSICIÓN, VIGENCIA Y
DEROGATORIAS.

ARTÍCULO 304. PLAN ESPECIAL DE DESCONGESTIÓN. <Ver Notas del Editor>
Dentro del año siguiente contado a partir de la promulgación de la ley, el Consejo Superior de la
Judicatura con la participación del Consejo de Estado, preparará y adoptará, entre otras medidas
transitorias, un Plan Especial de Descongestión de la Jurisdicción de lo Contencioso
Administrativo*, cuyo objetivo es el de llevar hasta su terminación todos los procesos judiciales
promovidos antes de la entrada en vigencia de la presente ley y que se encuentren acumulados en



los juzgados y tribunales administrativos y en el Consejo de Estado.

Notas del Editor

* En criterio del editor para la interpretación de este inciso, debe tenerse en cuenta lo
dispuesto en el artículo 197 Literal c) de la Ley 1450 de 2011, publicada en el Diario Oficial
No. 48.102 de 16 de junio de 2011, 'Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo,
2010-2014'.

(Por favor remitirse a la norma que se transcribe a continuación para comprobar la vigencia
del texto original:)

' ARTÍCULO 197. APOYO A LA DESCONGESTIÓN JUDICIAL Y GARANTÍA DE
ACCESO EFICAZ A LA JUSTICIA. ...

'c) El plan de descongestión previsto en el artículo 304 de la Ley 1437 de 2011, se aplicará a
todas las jurisdicciones; '

El editor destaca la temporalidad de cuatro años de los planes de desarrollo, según puede
deducirse de lo establecido por la Constitución Política en sus artículos 339, 340, 341 y 342,
y por la Ley 152 de 1994 en los artículos 13, 14 y 25.    

El Plan Especial de Descongestión funcionará bajo la metodología de Gerencia de Proyecto,
adscrito a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, la cual contratará un
gerente de proyecto de terna presentada por la Sala Plena del Consejo de Estado, corporación que
tendrá en cuenta, especialmente, a profesionales con experiencia en diagnósticos sobre
congestión judicial, conocimiento especializado sobre el funcionamiento la Jurisdicción de lo
Contencioso Administrativo y en dirección y ejecución de proyectos en grandes organizaciones.
El gerente de proyecto será responsable de dirigir la ejecución del plan y coordinar las tareas
operativas con el Consejo de Estado, los tribunales y juzgados de lo contencioso administrativo y
las demás instancias administrativas o judiciales involucradas.

El Plan Especial de Descongestión se ejecutará en el grupo de despachos judiciales seleccionados
para el efecto, de acuerdo con los volúmenes de negocios a evacuar y funcionará en forma
paralela a los despachos designados para asumir las nuevas competencias y procedimientos
establecidos en esté Código. Estos despachos quedarán excluidos del reparto de acciones
constitucionales.

El Plan Especial de Descongestión tendrá dos fases que se desarrollarán con base en los
siguientes parámetros:

1. Fase de Diagnóstico. Será ejecutada por personal contratado para el efecto, diferente a los
empleados de los despachos. En ella se realizarán al menos las siguientes tareas:

a) Inventario real de los procesos acumulados en cada despacho.

b) Clasificación técnica de los procesos que cursan en cada despacho, aplicando metodologías de
clasificación por especialidad, afinidad temática, cuantías, estado del trámite procesal, entre
otras.

c) Inventario clasificado de los procesos que cursan en cada circuito, distrito y acumulado
nacional.



d) Costeo y elaboración del presupuesto especial para el Plan Especial de Descongestión.

e) Análisis del mapa real de congestión y definición de las estrategias y medidas a tomar con
base en los recursos humanos, financieros y de infraestructura física y tecnológica disponibles.

f) Determinación de los despachos especiales que tendrán a su cargo el plan de descongestión,
asignando la infraestructura física y tecnológica apropiada.

3. Fase de Ejecución. En ella se realizarán al menos las siguientes labores:

a) Capacitación de los funcionarios y empleados participantes.

b) Entrega de los procesos clasificados a evacuar por cada despacho, y señalamiento de metas.

c) Publicación y divulgación del plan a la comunidad en general y a todos los estamentos
interesados.

d) Coordinación, seguimiento y control a la ejecución del plan.

La ejecución del Plan Especial de Descongestión no podrá sobrepasar el término de cuatro (4)
años contados a partir de su adopción por parte del Consejo de Estado y el Consejo Superior de
la Judicatura.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-334-12
de 9 de mayo de 2012, Magistrado Ponente Dr. Mauricio González Cuervo.

Concordancias

Ley 1450 de 2011; Art. 197; Art. 198; Art. 199

ARTÍCULO 305. IMPLANTACIÓN DEL NUEVO SISTEMA PROCESAL. Con el fin de
conseguir la transición hacia la implantación del nuevo régimen procesal y de competencias
previstos en este Código, el Consejo Superior de la Judicatura con la participación del Consejo
de Estado, deberá realizar los análisis necesarios y tomar las decisiones correspondientes, por lo
menos, en los siguientes asuntos:

1. Implantación de los nuevos despachos y su distribución a nivel de circuitos y distritos
judiciales con base en las nuevas funciones y competencias y demás aspectos del nuevo régimen
que permitan determinar la demanda de servidos por cada despacho, tribunal o corporación de la
jurisdicción.

2. Número actual de jueces, magistrado y demás servidores judiciales para determinar, de
acuerdo con las cargas esperadas de trabajo, los ajustes necesarios con el fin de atender con
eficacia y eficiencia el nuevo sistema y, en consecuencia, asignar el personal requerido.

3. Previsión de la demanda y ejecución de planes de capacitación en el nuevo sistema a los
jueces, magistrados y demás servidores judiciales.

4. Definición y dotación de la infraestructura requerida para el normal funcionamiento de la



jurisdicción bajo el nuevo régimen y en particular en cuanto a las sedes, salas de audiencia,
sistemas de grabación, equipos de video, computación, entre otros recursos físicos y
tecnológicos.

5. Diseño y puesta en operación de sistemas de información ordenados en este Código y los
demás necesarios para su desarrollo y la adecuada administración de justicia en lo contencioso
administrativo.

ARTÍCULO 306. ASPECTOS NO REGULADOS. En los aspectos no contemplados en este
Código se seguirá el Código de Procedimiento Civil en lo que sea compatible con la naturaleza
de los procesos y actuaciones que correspondan a la Jurisdicción de lo Contencioso
Administrativo.

Concordancias

Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012); Art. 624; Art.  627

- Consejo de Estado, Sección Segunda, Expediente No. 05001-23-33-000-2014-00067-01(4270-
16) de 20 de noviembre de 2019, C.P. Dr. Rafael Francisco Suarez Vargas.

- Consejo de Estado, Sección Segunda, Expediente No. 13001-23-33-000-2015-00035-01(4719-
16) de 10 de octubre de 2019, C.P. Dr. William Hernández Gómez.

- Consejo de Estado, Sección Quinta, Expediente No. 11001-03-15-000-2018-03485-01(AC) de
28 de marzo de 2019, C.P. Dr. Alberto Yepes Barreiro.

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No. 36865 de 2017 – 25000-23-26-000-2007-
10179-01(40254) de 1 de febrero de 2018, C.P. Dr. Carlos Alberto Zambrano Barrera.

- Consejo de Estado, Sección Segunda, Expediente No. 4935-14 de 25 de julio de 2017, C.P. Dr.
William Hernández Gómez.

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No. 58341 de 19 de julio de 2017, C.P. Dra.
Marta Nubia Velásquez Rico.

- Consejo de Estado, Sección Cuarta, Expediente No. 20442 de 13 de julio de 2017, C.P. Dr.
Jorge Octavio Ramírez Ramírez.

- Consejo de Estado, Sección Cuarta, Expediente No. 22908 de 14 de noviembrede 2017, C.P.
Dra. Stella Jeannette Carvajal Basto.

- Consejo de Estado, Sección Segunda, Expediente No. 2811-15 de 23 de febrero de 2017, C.P.
Dr. Carmelo Perdomo Cuéter.

- Consejo de Estado, Sección Tercera, Expediente No. 50408 de 6 de agosto de 2014, C.P. Dr.
Enrique Gil Botero.

"(...) el artículo 306 de esa codificación <CPACA>, señala que los vacíos normativos deben
llenarse con las disposiciones del Código de Procedimiento Civil, esta remisión plantea un nuevo
problema jurídico que alude indefectiblemente al análisis de las reglas de vigencia y transición
normativa del Código General del Proceso, para determinar si las normas que se deben aplicar al



caso objeto de estudio son  las del derogado Código de Procedimiento Civil o las consagradas en
el Código General de Proceso.

(...)

De modo que, todos aquellos aspectos no regulados en el CPACA iniciados con posterioridad al
1° de enero de 2014 ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo deberán resolverse a
la luz de las normas del Código General del Proceso.

(...)

No obstante lo expuesto, que no es más que  la reproducción de lo establecido en el auto de
unificación <Expediente No. 49299>, debe precisarse que en virtud de la ambigüedad de las
normas de tránsito de legislación consagradas en el Código General del Proceso, y en atención al
aforismo error communis facit jus,  se deberá adoptar una solución que se acompase con los
principios de economía procesal, celeridad, acceso a la administración de justicia, sin desconocer
que la finalidad de las normas procesales es la efectividad de los derechos reconocidos por la ley
sustancial en garantía del principio de la confianza legítima. En consecuencia, toda vez que sólo
hasta el 25 de junio de 2014 la Corporación –Sala Plena de lo Contencioso Administrativa–
despejó las dudas en relación a la vigencia del Código General del Proceso para nuestra
jurisdicción, se  precisa lo siguiente:

 i) Aquellas actuaciones procesales surtidas con fundamento en las normas del Código de
Procedimiento Civil, de conformidad con lo establecido en el artículo 267 del CPACA, en el
lapso comprendido entre el 1° de enero de 2014 y el 25 de junio de 2014, se tendrán como
situaciones jurídicas consolidadas y en consecuencia,  se regirán hasta su terminación por las
normas con base en las cuales fueron adelantadas, según las reglas establecidas en el artículo 624
del C.G.P.

ii) Las actuaciones que se adelanten después del 25 de junio de 2014, se ceñirán a las normas del
Código General del Proceso, en lo pertinente, de acuerdo con la cláusula de integración residual
consagrada en el artículo 306 del CPACA."

- Consejo de Estado, Sala Plena, Expediente No. 49299 de 25 de junio de 2014, C.P. Dr. Enrique
Gil Botero.

"En consecuencia, la Sala unifica su jurisprudencia en relación con la entrada en vigencia de la
ley 1564 de 2012, para señalar que su aplicación plena en la Jurisdicción de lo Contencioso
Administrativo, así como en materia arbitral relacionada con temas estatales, es a partir del 1º de
enero de 2014, salvo las situaciones que se gobiernen por la norma de transición que se explicará
en el acápite a continuación, las cuales se resolverán con la norma vigente al momento en que
inició el respectivo trámite. "

ARTÍCULO 307. RECURSOS PARA LA IMPIMENTACIÓN <SIC, IMPLEMENTACIÓN>
Y DESARROLLO DEL CÓDIGO. La implementación y desarrollo de la presente ley se atenderá
con los recursos que el Gobierno Nacional viene asignando a La Rama Judicial, en cumplimiento
de lo dispuesto en el parágrafo transitorio del artículo 10 de la Ley 1285 de 2009, de acuerdo con
las disponibilidades presupuestales, el Marco Fiscal de Mediano Plazo y el Marco de Gastos de
Mediano Plazo.



ARTÍCULO 308. RÉGIMEN DE TRANSICIÓN Y VIGENCIA. El presente Código
comenzará a regir el dos (2) de julio del año 2012.

Este Código sólo se aplicará a los procedimientos y las actuaciones administrativas que se
inicien, así como a las demandas y procesos que se instauren con posterioridad a la entrada en
vigencia.

Los procedimientos y las actuaciones administrativas, así como las demandas y procesos en
curso a la vigencia de la presente ley seguirán rigiéndose y culminarán de conformidad con el
régimen jurídico anterior.

<Jurisprudencia Unificación>

- Consejo de Estado, Sección Segunda, Auto No.  15001-23-33-000-2003-00605-01(0288-
15)CE-AUJ-005-S2-2019 de 28 de marzo de 2019, C.P. Dr. William Hernández Gómez.

"Unificar la jurisprudencia del Consejo de Estado en el sentido de precisar lo siguiente:

a- El recurso extraordinario de unificación jurisprudencial contenido en el Código de
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo es procedente respecto de
sentencias dictadas en procesos judiciales que se iniciaron, tramitaron y terminaron bajo el
imperio de leyes anteriores a la vigencia de aquel, como lo es el Código Contencioso
Administrativo. Ello en virtud de su naturaleza extraordinaria y de lo dispuesto en el artículo 308
del CPACA.

b- En los procesos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral, que no
provengan de un contrato de trabajo, son requisitos para la concesión del recurso extraordinario
de unificación de jurisprudencia (i) que la decisión impugnada haya sido proferida en única o
segunda instancia por un Tribunal Administrativo; (ii) que el recurrente goce de legitimación en
la causa y (iii) que se interponga oportunamente y por escrito.

c- Inaplicar el requisito de cuantía consagrado en el numeral 1 del artículo 257 del CPACA
respecto del recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia en materia laboral cuando su
exigencia, en el caso concreto, se traduzca en el desconocimiento del derecho fundamental de
acceso a la administración de justicia o tutela judicial efectiva.  

Las anteriores reglas de unificación deben aplicarse de manera retrospectiva o retroactiva a todos
los casos pendientes de discusión tanto en sede administrativa como en vía judicial, siendo
inmodificables los casos respecto de los cuales ya ha operado la cosa juzgada, en virtud del
principio de seguridad jurídica. ".   

ARTÍCULO 309. DEROGACIONES. Deróganse a partir de la vigencia dispuesta en el
artículo anterior todas las disposiciones que sean contrarias a este Código, en especial, el Decreto
01 de 1984, el Decreto 2304 de 1989, los artículos 30 a 63 y 164 de la Ley 446 de 1998, la Ley
809 de 2003, la Ley 954 de 2005, la Ley 1107 de 2006, el artículo 73 de la Ley 270 de 1996, el
artículo 9o de la Ley 962 de 2005, y los artículos 57 a 72 del Capítulo V, 102 a 112 del Capítulo
VIII y 114 de la Ley 1395 de 2010.

<Inciso derogado por el artículo 626 de la Ley 1564 de 2012>

Notas del Editor



- En citerio del editor, para la interpretación de los efectos de la derogatoria de una norma
que a  su vez derogaba otra, no puede entenderse con ello que revive el texto que había sido
derogado. Claramente dispone el artículo 14 de la Ley 153 de 1887 : 'Una ley derogada no
revivirá por sí sola las referencias que a ella se hagan, ni por haber sido abolida la ley que la
derogó. Una disposición derogada solo recobrará su fuerza en la forma en que aparezca
reproducida en una ley nueva'.

En este sentido se pronunció la Corte Constitucional en la Sentencia C-801-08 de 20 de
agosto de 2008, Magistrado Ponente Dr. Manuel José Cepeda Espinosa,  '... De esta manera,
cuando el artículo 14 de la ley 153 de 1887 dispone que una norma derogada no revive
aunque el precepto que la abrogó haya sido derogado, a no ser que la primera norma
derogada haya sido reproducida en una nueva ley, lo que hace es brindar garantía de que
todas las normas que integran el ordenamiento jurídico han cumplido con los requisitos para
ingresar al ordenamiento jurídico  propios de una democracia deliberativa'.

Destaca el editor que el texto derogado por la Ley 1437 de 2011 fue incluido en los
suguientes textos de la Ley 1564 de 2012, 'por medio de la cual se expide el Código General
del Proceso y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario Oficial No. 48.489 de 12
de julio de 2012.

'ARTÍCULO 590. ...

PARÁGRAFO 1. En todo proceso y ante cualquier jurisdicción, cuando se solicite la práctica
de medidas cautelares se podrá acudir directamente al juez, sin necesidad de agotar la
conciliación prejudicial como requisito de procedibilidad.'

Este artículo entra a regir a partir del 1o. de octubre de 2012.

'ARTÍCULO 613.  ...

No será necesario agotar el requisito de procedibilidad en los procesos ejecutivos, cualquiera
que sea la jurisdicción en la que se adelanten, como tampoco en los demás procesos en los
que el demandante pida medidas cautelares de carácter patrimonial o cuando quien demande
sea una entidad pública.'

Este artículo entra a regir a partir de su promulgación.

Notas de Vigencia

- Inciso derogado por el artículo 626 de la Ley 1564 de 2012, publicada en el Diario Oficial
No. 48.489 de 12 de julio de 2012, 'Por medio de la cual se expide el Código General del
Proceso y se dictan otras disposiciones'. Rige a partir de su promulgación.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- La expresión “el artículo 73 de la Ley 270 de 1996”  declarada EXEQUIBLE por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-818-11 de 1o. de noviembre de 2011, Magistrado
Ponente Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

Legislación Anterior



Texto original de la Ley 1437 de 2011:

<INCISO 2> Derógase también el inciso 5o del artículo 35 de la Ley 640 del 2001,
modificado por el artículo 52 de la Ley 1395 de 2010, en la siguiente frase: “cuando en el
proceso de que se trate, y se quiera solicitar el decreto y la práctica de medidas cautelares, se
podrá acudir directamente a la jurisdicción”.

El Presidente del honorable Senado de la República,

ARMANDO BENEDETTI VILLANEDA.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

EMILIO OTERO DAJUD.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

CARLOS ALBERTO ZULUAGA DÍAZ.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

JESÚS ALFONSO RODRÍGUEZ CAMARGO.

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.

Dada en Bogotá, D. C., a 18 de enero de 2011.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro del Interior y de Justicia,

GERMÁN VARGAS LLERAS.

<Consultar norma en SUIN JURISCOL: http://www.suin.gov.co/viewDocument.asp?
ruta=Leyes/1680117>
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